
1 
 

SOBRE EL MODELO POLÍTICO Y EL DERECHO 
ADMINISTRATIVO ∗ 

 
Allan R. Brewer- Carias 

Profesor de la Universidad Central de Venezuela 
 

I 
Como el derecho administrativo es un derecho estatal1 o un derecho del 

Estado, ello implica ineludiblemente que el mismo está necesariamente 
vinculado al modelo político en el cual opera el propio Estado conforme a la 
práctica política del gobierno, siendo ello, históricamente, uno de los más 
importantes elementos condicionantes de nuestra disciplina.2  

No hay que olvidar que el derecho administrativo, como tal derecho del 
Estado, comenzó realmente a manifestarse en tiempos del absolutismo, 
cuando el sistema político estaba basado en el principio del Poder absoluto del 
Monarca, quien era el único titular de la soberanía, y que concentraba en su 
persona todos los poderes del Estado, sin que existiese régimen alguno 
regulador o garantizador de derechos ciudadanos frente al Poder Público. Ese 
fue precisamente el tiempo durante el cual se concibieron todas las ideas 
políticas que luego contribuyeron a su superación, con las obras de Locke, 
Montesquieu y Rousseau a la cabeza. En esos inicios, el derecho 
administrativo era un derecho exclusivamente regulador de la propia acción de 
la Administración del Estado ante las personas, de sus poderes y de sus 
prerrogativas, y de los órganos públicos dispuestos para ejecutarlas. Fue el 
tiempo remoto de los antecedentes del derecho administrativo situados en el 
derecho de la organización desarrollado por Consejos o Cámaras reales 
(Cameralística), o de la actividad de control del Estado sobre las personas en 
ejercicio de poderes y prerrogativas, configurado como derecho de policía. 

Fue después del surgimiento del Estado de derecho como modelo político 
desde comienzos del siglo XIX como consecuencia de los aportes de la 

                                                 
∗ Texto preparado para la conferencia dictada en las XV Jornadas Internacionales de Derecho 

Administrativo. La Constitucionalización del Derecho administrativo, organizadas por la Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá 3 de septiembre de 2014. 
1  Véase André Demichel, Le droit administratif. Essai de réflexion théorique, París, 1978, p. 14. 
2  Sobre el tema, bajo el ángulo de la Administración, nos ocupamos hace años en Allan R. Brewer-Carías,  

“Les conditionnements politiques de l’administration publique dans les pays d’Amérique Latine”, en 
Revue Internationale des Sciences Administratives, Vol. XLV, Nº 3, Institut International des Sciences 
Administratives, Bruselas 1979, pp. 213-233; y “Los condicionamientos políticos de la Administración 
Pública en los países latinoamericanos” en Revista de la Escuela Empresarial Andina, Convenio Andrés 
Bello, Nº 8, Año 5, Lima 1980, pp. 239-258 
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Revolución Norteamericana (1776) y de la Revolución francesa (1789) al 
constitucionalismo moderno, y luego con el agregado de los efectos liberales 
de la Constitución de Cádiz de 1812 en Europa y de los movimientos 
independentistas de Hispanoamérica (1811),3 cuando puede decirse que el 
derecho administrativo comenzó a ser el derecho del Estado de derecho, 
caracterizado por el hecho político de que la soberanía efectivamente se 
trasladó del Monarca al pueblo, dando origen al desarrollo del principio de la 
representatividad democrática. En ese marco, el Estado se organizó conforme 
al principio de la separación de poderes, que permitió el control recíproco 
entre los diversos órganos del Estado, entre ellos, por parte el poder judicial, y 
montado además en la necesaria garantía de los derechos ciudadanos frente al 
propio Estado, que comenzaron a ser declarados constitucionalmente.  

Fue en ese marco político cuando el derecho administrativo comenzó a ser 
un orden jurídico que además de regular a los órganos del Estado y su 
actividad, también comenzó a regular las relaciones jurídicas que en cierto 
plano igualitario se comenzaron a establecer entre el Estado y los ciudadanos, 
y que ya no sólo estaban basadas en la antigua ecuación entre prerrogativa del 
Estado y sujeción de las personas a la autoridad, sino entre poder del Estado y 
derecho de los ciudadanos.  

Ese cambio, incluso, se reflejó en el propio contenido de las 
Constituciones que en su origen, particularmente en Europa hasta la mitaddel 
siglo pasado, no habían sido más que cuerpos normativos destinados a regular 
solo la organización del Estado, sin que sus normas siquiera se aplicaran 
directamente a los ciudadanos ni tuvieran a éstos como sus destinatarios, y 
cuyo contenido se reducía a regular lo que históricamente se ha denominado 
su parte orgánica relativa a la organización y funcionamiento de los diversos 
poderes y órganos del Estado. El derecho administrativo en esa época, por 
tanto, en el marco de su constitucionalización, no era más que el derecho que 
regulaba a la Administración Pública, su organización en el ámbito del Poder 
Ejecutivo, sus poderes y prerrogativas, y su funcionamiento, habiéndose 
recogido en las Constituciones, en general, sólo normas sobre la organización 
administrativa.  

A medida que se fue imponiendo el modelo político del Estado de derecho, 
las Constituciones comenzaron a desarrollar, además de su parte orgánica, una 
parte dogmática relativa al régimen político democrático representativo y a los 

                                                 
3  Véase Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre la revolución norteamericana (1776), la revolución 

francesa (1789) y la revolución hispanoamericana (1810-1830) y sus aportes al constitucionalismo 
moderno, 2ª Edición Ampliada, Serie Derecho Administrativo No. 2, Universidad Externado de 
Colombia, Editorial Jurídica Venezolana, Bogotá 2008. 
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derechos y garantías constitucionales de los ciudadanos, como consecuencia 
de lo cual, la acción de Estado y de la propia Administración comenzó a 
encontrar límites formales, que también comenzaron a ser recogidas en 
normas constitucionales destinadas a regular las relaciones que se 
establecen entre el Estado y los ciudadanos o las personas, en muchos casos 
precisamente con ocasión de la actividad de la Administración. Ello implicó la 
incorporación en los textos constitucionales de normas de derecho 
administrativo, incluyendo las que se refieren a los medios jurídicos 
dispuestos para asegurar el control de la Administración, tanto político, como 
fiscal y jurisdiccional; y las Constituciones, como norma, comenzaron a tener 
a los ciudadanos como sus destinatarios inmediatos.4   

La consecuencia de todo ello fue que progresivamente, el derecho 
administrativo y sus principios terminaron encontrando su fuente jurídica 
primaria y más importante en la propia Constitución, en la cual ahora se 
encuentran regulaciones sobre la organización, funcionamiento y actividad de 
la Administración Pública como complejo orgánico integrada en los órganos 
del Poder Ejecutivo; sobre el ejercicio de la función administrativa, realizada 
aún por otros órganos del Estado distintos a la Administración; 
sobre las relaciones jurídicas que se establecen cotidianamente entre las 
personas jurídicas estatales cuyos órganos son los que expresan la voluntad de 
la Administración, y los  administrados; sobre los fines públicos y colectivos 
que estas persiguen, situados por encima de los intereses particulares; sobre 
los poderes y prerrogativas de los cuales disponen para hacer prevalecer los 
intereses generales y colectivos frente a los intereses 
individuales, y además, de los límites impuestos por normas garantizadoras de 
los derechos y garantías de los administrados, incluso frente a la propia 
Administración. 

En el mundo contemporáneo, en consecuencia, ese derecho administrativo 
que se ha incrustado en la Constitución,5 es sin duda el propio de un derecho 

                                                 
4  Véase Eduardo García de Enterría, La Constitución como norma y el Tribunal Constitucional, Madrid 

1985. 
5  Sobre el proceso de constitucionalización del derecho administrativo en Colombia y en Venezuela, véase 

Allan R. Brewer-Carías, “El proceso de constitucionalización del Derecho Administrativo en Colombia” 
en Juan Carlos Cassagne (Director), Derecho Administrativo. Obra Colectiva en Homenaje al Prof. 
Miguel S. Marienhoff, Buenos Aires 1998, pp. 157-172, y en Revista de Derecho Público, Nº 55-56, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, julio-diciembre 1993, pp. 47-59; y “Algunos aspectos de proceso 
de constitucionalización del derecho administrativo en la Constitución de 1999” en Los requisitos y 
vicios de los actos administrativos. V Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan 
Randolph Brewer-Carías, Caracas 1996, Fundación Estudios de Derecho Administrativo (FUNEDA), 
Caracas 2000, pp. 23-37. 
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del Estado de derecho, y su desarrollo y efectividad debería estar 
condicionado por los valores democráticos que están a la base del mismo.    

 
II 

Lo anterior implica, que a diferencia de otras ramas del derecho, por su 
vinculación con el Estado y el régimen político, el derecho administrativo no 
puede considerase como una rama políticamente neutra, y menos aún como un 
orden jurídico que haya adquirido esa relativa rigidez o estabilidad como el 
que podría encontrarse en otras ramas.  

El derecho administrativo, aun conservando principios esenciales, 
inevitablemente tiene siempre un grado el dinamismo que lo hace estar en 
constante evolución, como consecuencia directa, precisamente, de la propia 
evolución del Estado, siempre necesitando adaptarse a los cambios que se 
operan en el ámbito social y político de cada sociedad. Como desde hace años 
lo constataba Alejandro Nieto, "las transformaciones sociales arrastran 
inevitablemente una alteración de la superestructura jurídica," y con ella, del 
derecho administrativo,6 de manera que éste, en definitiva, siempre "refleja los 
condicionamientos políticos y sociales vigentes en un momento dado."7 De 
allí aquella gráfica expresión de Prosper Weil en el sentido de que el derecho 
administrativo sufre permanentemente de una "crisis de crecimiento,"8 que en 
definitiva, nunca concluye, pues las transformaciones económicas y sociales 
del mundo no cesan, y con ellas las del Estado y del rol que cumple.  

Pero si nos atenemos solamente a la conformación del andamiaje 
constitucional del Estado en el mundo contemporáneo occidental, como 
Estado de derecho, hay una constante subyacente en el condicionamiento del 
derecho administrativo, que son los principios democráticos que ahora le son 
esenciales a mismo,9 como quedó plasmado en una aislada sentencia de la Sala 
                                                 
6  Véase Alejandro Nieto “La vocación del derecho administrativo de nuestro tiempo”, Revista de 

Administración Pública, Nº 76, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales 1975; también en 34 
artículos seleccionados de la Revista de Administración Pública con ocasión de su centenario, Madrid, 
1983, pp. 880 y 881 

7  Véase Martín Bassols, “Sobre los principios originarios del derecho administrativo y su evolución”, en 
Libro homenaje al profesor Juan Galván Escutia, Valencia, 1980, p. 57 

8  Véase Prosper Weil, El derecho administrativo, Madrid, 1966, p. 31. 
9  Véase Allan R. Brewer–Carías, “El Derecho a la democracia entre las nuevas tendencias del derecho 

administrativo como punto de equilibrio entre los poderes de la Administración y los derechos del 
Administrado,” en Revista Mexicana “Statum Rei Romanae” de Derecho Administrativo. Homenaje al 
profesor Jorge Fernández Ruiz, Asociación Mexicana de Derecho Administrativo, Facultad de Derecho y 
Criminología de la Universidad Autónoma de Nuevo León, México, 2008, pp. 85–122; y “Prólogo: 
Sobre el derecho a la democracia y el control del poder”, al libro de Asdrúbal Aguiar, El derecho a la 
democracia. La democracia en el derecho y la jurisprudencia interamericanos. La libertad de expresión, 
piedra angular de la democracia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2008, pp. 19 ss.  
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Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela de 
2000, olvidada muy rápidamente, en la cual se afirmó que:  

“el derecho administrativo es ante y por sobre todo un derecho 
democrático y de la democracia, y su manifestación está íntimamente 
vinculada a la voluntad general (soberanía) de la cual emana.”10 
Ello debería ser así, y es cierto si nos quedamos solo en la denominación y 

definición formal del Estado que se inserta en las Constituciones, como por 
ejemplo sucede precisamente en Colombia y en Venezuela. En Colombia, el 
artículo 1 de la Constitución precisa que: “Colombia es un Estado social de 
derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y 
pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general.” Igualmente en Venezuela, el artículo 2 de la Constitución indica que: 
“Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y de 
Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y 
de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la 
democracia, la responsabilidad social y, en general, la preeminencia de los 
derechos humanos, la ética y el pluralismo político.” 

Mejores definiciones formales del Estado democrático en el texto de una 
Constitución, ciertamente es imposible encontrar como marco general del 
ordenamiento jurídico que debería ser aplicable al Estado, y que debería 
moldear el derecho administrativo. Sin embargo, ante esas definiciones, lo que 
corresponde es determinar si realmente, en los respectivos países, la práctica 
política del gobierno responde a esos principios, o si son simples enunciados 
floridos, y nada más, de un Estado nada democrático, como es el caso de 
Venezuela. 

Es decir, ante los enunciados constitucionales que proclaman la 
democracia como régimen político, la tarea central es determinar cuán efectiva 
ha sido la vigencia real de estas normas y cómo ello ha permeado 
efectivamente en el derecho administrativo. Si nos atenemos a los enunciados, 
sin duda, el derecho administrativo de nuestros dos países debería ser ese 
derecho precisamente de un Estado democrático sometido al derecho, lo que 
implicaría la ineludible existencia de un pleno control judicial de la actividad  
administrativa, teniendo a su cargo la Administración, además de la misión 

                                                 
10  Véase la sentencia No. 1028 del 9 de mayo de 2000 en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 214. Véase también, sentencia de la misma Sala de 5 de octubre 
de 2006, Nº 2189 (Caso: Seguros Altamira, C.A. vs. Ministro de Finanzas), en Revista de Derecho 
Público, Nº 108, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2006, p 100 
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general de gestionar el interés general y la satisfacción de las necesidades 
colectivas, la de garantizar el ejercicio de los derechos de los administrados, 
todo dentro de un marco legal general que asegure pluralismo e igualdad.   

III 
Pero lamentablemente, ello no es necesariamente así en la actualidad, 

particularmente en Venezuela, ni lo fue en general desde que la figura del 
Estado de derecho surgió en la historia, hace doscientos años; período durante 
el cual fue cuando precisamente se desarrolló nuestra disciplina, sin que sin 
embargo pueda afirmarse que por ausencia de un régimen democrático, el 
derecho administrativo como rama del derecho no haya existido.  

Al contrario, por ejemplo, y para sólo referirnos a un ejemplo que nos es 
muy cercano a los administrativistas latinoamericanos, allí está el ejemplo de 
desarrollo del derecho administrativo contemporáneo en España, que comenzó 
precisamente en ausencia de un régimen democrático, por el fenomenal 
impulso que le pudo dar el núcleo de profesores que se aglutinó en el viejo 
Instituto de Estudios Políticos que estaba inserto en la propia estructura del 
Estado autoritario, en torno a la Revista de Administración Pública, con 
Eduardo García de Enterría, Fernando Garrido Falla, José Luis Villar Palasí y 
Jesús González Pérez, entre otros. Y ello ocurrió a finales de los años 
cincuenta del Siglo pasado, cuando España, lejos de la democracia, estaba en 
plena etapa del autoritarismo franquista, veinte años antes de la sanción de la 
Constitución de 1978. Fue incluso en aquélla época cuando se dictaron las 
muy importantes Leyes sobre el Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado, y sobre Procedimientos Administrativos, que sin duda fueron, en el 
derecho positivo, la partida de nacimiento del derecho administrativo español 
contemporáneo para buscar garantizar el sometimiento del Estado al derecho.   

No había democracia, pero sin duda, sí había derecho administrativo, 
porque a pesar del autoritarismo, el régimen permitía la existencia de cierto 
equilibrio entre los poderes del Estado y los derechos ciudadanos. Y para no 
irnos muy lejos, la raíz del derecho administrativo contemporáneo en 
Venezuela puede situarse en la rica jurisprudencia de la antigua Corte Federal 
que funcionó hasta 1961, contenida en múltiples sentencias que emanaron de 
dicho alto tribunal igualmente en la década de los cincuenta del siglo pasado, 
en plena dictadura militar que duró hasta 1958.11 Tampoco había democracia, 
pero sin duda, en el marco de un régimen autoritario ya se estaban sentando 

                                                 
11  Véase Allan R. Brewer-Carías, Las instituciones fundamentales del derecho administrativo y la 

jurisprudencia venezolanas, Caracas 1964; y Jurisprudencia de la Corte Suprema 1930-1974 y estudios 
de derecho administrativo, Ediciones del Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, 
Universidad Central de Venezuela, ocho volúmenes, Caracas 1975-1979. 
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las bases del derecho administrativo contemporáneo en Venezuela, como lo 
hemos conocido en las décadas pasadas, por la existencia al menos de 
principio, del antes mencionado equilibrio. 

Pero por supuesto, en aquél entonces no se trataba de un derecho 
administrativo de un Estado democrático de derecho, sino de un Estado 
autoritario con alguna sujeción al derecho. Es decir, en otros términos más 
generales, porque ejemplos como los indicados los podemos encontrar en la 
historia de nuestra disciplina de todos nuestros países, puede decirse que el 
sometimiento del Estado al derecho, que fue lo que originó el derecho 
administrativo desde comienzos del siglo XIX, no siempre tuvo el estrecho 
vínculo con la democracia, como régimen político, como hoy lo 
consideramos.    

IV 
En realidad, el elemento esencial que caracteriza al derecho administrativo 

de un Estado democrático de derecho se encuentra cuando el derecho 
administrativo deja de ser un derecho exclusivamente del Estado, llamado a 
regular sólo su organización, su funcionamiento, sus poderes y sus 
prerrogativas,  y pasa a ser realmente un derecho administrativo encargado de 
garantizar el punto de equilibrio antes mencionado que en una sociedad 
democrática tiene que existir entre los poderes del Estado y los derechos de 
los administrados. En el marco de un régimen autoritario, ese equilibrio por 
esencia no existe, o es muy débil o maleable, y por ello es que en dicho 
régimen el derecho administrativo no es un derecho democrático, aun cuando 
pretenda someter el Estado al derecho. 

Como lo señaló la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de 
Justicia de Venezuela en la misma olvidada sentencia No. 1028 de 9 de mayo 
de 2000,  

“El derecho administrativo se presenta dentro de un estado social de 
derecho como el punto de equilibrio entre el poder (entendido éste como el 
conjunto de atribuciones y potestades que tienen las instituciones y 
autoridades públicas, dentro del marco de la legalidad), y la libertad 
(entendida ésta como los derechos y garantías que tiene el ciudadano para 
convivir en paz, justicia y democracia).”12  
Ello es precisamente lo que caracteriza al derecho administrativo en un 

orden democrático, que no es otra cosa que ser  el instrumento para asegurar la 
sumisión del Estado al derecho pero con a la misión de garantizar el respeto a 
los derechos ciudadanos, en medio de una persistente lucha histórica por 

                                                 
12  Véase en Revista de Derecho Público, No. 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, p. 214 
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controlar el poder y contra las “inmunidades del poder,”13 que es lo que ha 
caracterizado el devenir de nuestra disciplina. Ese equilibrio entre el poder y 
el ciudadano, siempre latente, pero débil al inicio, efectivamente se comenzó 
consolidar bien entrado el Siglo XX, luego de la segunda guerra mundial, 
cuando el derecho administrativo comenzó a ser un derecho regulador no sólo 
del Estado, sino de los derechos ciudadanos en un marco democrático.  

Con ello se consolidó la concepción del derecho administrativo de las 
sociedades democráticas como el instrumento por excelencia para, por una 
parte garantizar la eficiencia de la acción administrativa y la prevalencia de los 
intereses generales y colectivos, y por la otra, para asegurar la protección del 
administrado frente a la Administración; con lo cual se superó aquella 
caracterización del derecho administrativo que advertía hace años Fernando 
Garrido Fallo, cuando nos indicaba que se nos presentaba como “un hipócrita 
personaje de doble faz,” que encerraba una “oposición aparentemente 
irreductible” entre el conjunto de prerrogativas que posee y que “sitúan a la 
Administración en un plano de desigualdad y favor en sus relaciones con los 
particulares”; y el conjunto de derechos y garantías de estos, que lo llevaban a 
regular lo que llamó “la más acabada instrumentación técnica del Estado 
liberal.”14   

 Ese juego dialéctico entre esos dos puntos extremos contrapuestos: por 
una parte, los poderes y las prerrogativas administrativas de la 
Administración, y por la otra, los derechos y las garantías de los 
administrados, es lo que ha permitido, como lo apuntó Marcel Waline también 
hace unos buenos años, que por una parte se evite el inmovilismo y la 
impotencia de la Administración, y por la otra, se evite la tiranía. 15  La 
existencia o no del mencionado equilibrio, o la existencia de un acentuado 
desbalance o desequilibro entre los dos extremos, es lo que resulta del modelo 
político en el cual se mueve y aplica el derecho administrativo. De allí, más 
democrático será el derecho administrativo solo si el equilibrio es acentuado; 
y menos democrático será si su regulación se limita sólo a satisfacer los 
requerimientos del Estado, ignorando o despreciando el otro extremo, es decir, 
el de las garantías y derechos ciudadanos.  

El reto del derecho administrativo, por tanto, está en lograr y asegurar el 
equilibrio mencionado para lo cual es necesario que el Estado esté 

                                                 
13  Véase Eduardo García de Enterría, La lucha contra las inmunidades de poder en el derecho 

administrativo, Madrid 1983.  
14  Véase Fernando Garrido Falla, “Sobre el derecho administrativo”, en Revista de Administración Pública, 

Nº 7, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1952, p. 223 
15  Véase Marcel Waline, Droit administratif, París, 1963, p. 4. 
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configurado no sólo como un Estado de derecho sino como un Estado 
democrático, lo cual sólo es posible si el mismo asegura efectivamente  el 
control del ejercicio del poder. Sin dicho control, el derecho administrativo no 
pasa de ser un derecho del Poder Ejecutivo o de la Administración Pública, 
montado sobre un desequilibrio o desbalance, en el cual las prerrogativas y 
poderes de la Administración pudieran predominar en el contenido de su 
regulación.  

V 
Pero para que el equilibrio se logre y sea efectivo, es evidente que no 

bastan las declaraciones formales en las Constituciones, ni que el derecho 
administrativo se haya llegado a constitucionalizar efectivamente, como ha 
ocurrido por ejemplo en Colombia y Venezuela. Las Constituciones de 
nuestros dos países son ejemplos de dicho proceso, estando incluso imbuidas 
del mencionado postulado del equilibrio en la relación Administración-
administrados, dando cabida a un conjunto de previsiones para asegurarlo, 
regulando la actuación de la Administración y protegiendo en paralelo los 
derechos e intereses de las personas, pero sin el sacrificio o menosprecio de 
los intereses particulares, a pesar de la prevalencia de los intereses generales o 
colectivos. 

En este campo se destaca, por ejemplo, la norma de la Constitución 
colombiana que regula la función administrativa, y que declara que la misma: 
“está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en 
los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones” (Art. 209); pero ello, a la vez, dentro del 
marco de una Constitución garantista de los individuos ante el Estado, que 
asegura, por ejemplo, la vigencia de la garantía del debido proceso no sólo a 
las actuaciones judiciales sino también en los procedimientos administrativos 
(Art. 29), y erige el principio de la buena fe como principio fundamental a 
cuyos postulados deben ceñirse “las actuaciones de los particulares y de las 
autoridades públicas,” debiendo siempre presumírsela “en todas las gestiones 
que aquéllos adelanten ante éstas” (art.83). Ello, sin duda, apunta hacia la 
protección de los administrados frente a la Administración, presumiéndose el 
principio de la libertad antes que la regulación, lo que se refuerza con normas 
como la del artículo 84, que establece como principio que: “Cuando un 
derecho o una actividad hayan sido reglamentados de manera general, las 
autoridades públicas no podrán establecer ni exigir permisos, licencias o 
requisitos adicionales para su ejercicio”; lo que se complementa con el 
artículo 333, que al regular la actividad económica y la iniciativa privada 
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como "libres, dentro de los límites del bien común”, agrega que “para su 
ejecución nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización 
de ley.” 

La Constitución de Venezuela, por su lado, también está imbuida del 
mismo postulado del equilibrio en la relación Administración-administrado, 
destacándose la norma que al regular a la Administración Pública, declara que 
la misma “está al servicio de los ciudadanos, y se fundamenta en los principios 
de honestidad, participación, celeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, 
rendición de cuenta y responsabilidad en el ejercicio de la función pública, 
con sometimiento pleno a la ley y al derecho” (art. 141); garantizándose 
igualmente a aquellos, el debido proceso, no sólo en las actuaciones judiciales 
sino en los procedimientos administrativos (art. 49). Pero la Constitución 
venezolana va más allá, y establece las regulaciones fundamentales relativas a 
la actuación del Estado como gestor del interés general en relación con los 
particulares o administrados, y en particular, en su actuación administrativa; 
consitucionalizando todo el régimen fundamental del derecho administrativo. 
Así, por ejemplo, la Constitución garantiza a los ciudadanos el derecho a ser 
informados oportuna y verazmente por la Administración Pública sobre el 
estado de las actuaciones en que estén directamente interesados, y a conocer 
las resoluciones definitivas que se adopten sobre el particular; e igualmente 
garantiza a los ciudadanos el acceso a los archivos y registros administrativos, 
sin perjuicio de los “límites aceptables dentro de una sociedad democrática” 
(Art. 143). La Constitución garantiza además, que los funcionarios públicos 
“están al servicio del Estado y no de parcialidad alguna”, incluso disponiendo 
que “su nombramiento o remoción no podrán estar determinados por la afiliación 
u orientación política” (Art. 145) 

VI 
Pero es evidente que sea cual fuere la forma de redacción de la 

Constitución sobre la noción del Estado democrático de derecho y la extensión 
del proceso de constitucionalización del derecho administrativo, ello no es 
suficiente para que el equilibrio entre el poder del Estado y los derechos 
ciudadanos sea efectivo.  

Es en realidad la práctica política del gobierno la que pondrá de manifiesto 
si un Estado conformado constitucionalmente como un Estado de derecho, 
realmente se conduce como tal en su funcionamiento y actuación, y si el 
derecho administrativo aplicado al mismo obedece o no efectivamente a 
parámetros democráticos. Basta estudiar el caso venezolano para constatar que 
el “Estado democrático y social de derecho y de justicia” y descentralizado  tal 
como lo definen los artículos 2 y 4 de la Constitución, en la práctica política 
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del gobierno autoritario que se apoderó de la República desde 1999,16 no es 
tal, es decir, no es un Estado democrático, no es un Estado social, no es un 
Estado de derecho, no es un Estado de Justicia y no es un Estado 
descentralizado; y más bien es un Estado Totalitario que además de haber 
empobrecido aún más al país, no está realmente sometido al derecho, cuyas 
normas se ignoran y desprecian, o se mutan o amoldan a discreción por los 
gobernantes; todos los poderes están concentrados en el Ejecutivo, que han 
aniquilado a la democracia, han pervertido la participación y han concentrado 
todos los medios de comunicación; no está sometido a control judicial alguno, 
por la sumisión del Poder Judicial al Poder Ejecutivo; de todo lo cual se puede 
caracterizar más bien como un “Estado de la injusticia,” todo lo cual afecta 
tremendamente al derecho administrativo. 

Y es que si algo es definitivo en esta perspectiva, es que el derecho 
administrativo no es, ni puede ser independiente de la actuación del gobierno, 
sea que del mismo resulte en un modelo político de Estado autoritario o de 
Estado democrático. Y para identificar dicho modelo por supuesto no 
podemos acudir a etiquetas o a definiciones constitucionales, sino a la práctica 
política del gobierno.  

Un Estado autoritario será el resultado de la actuación de un gobierno 
autoritario, y en el mismo, lejos de haber un equilibrio entre los poderes de la 
Administración y los derechos de los particulares, lo que existe es más bien un 
marcado desequilibrio a favor del régimen de la Administración, con pocas 
posibilidades de garantía de los derechos de los particulares frente a su 
actividad.  

En cambio, el equilibrio antes mencionado sólo tiene posibilidad de pleno 
desarrollo en Estados con gobiernos democráticos, donde la supremacía 
constitucional esté asegurada, la separación y distribución del Poder sea el 
principio medular de la organización del Estrado, donde el ejercicio del Poder 
Público pueda ser efectivamente controlado judicialmente y por los otros 
medios dispuestos en la Constitución, y donde los derechos de los ciudadanos 
sean garantizados por un Poder Judicial independiente y autónomo. Nada de 
ello se encuentra en los Estados con un régimen de gobierno autoritario, así 
sus gobernantes hayan podido haber sido electos, y se arropen con el lenguaje 
a veces florido de los textos constitucionales. 

 
 

                                                 
16  Véase Allan R. Brewer-Carías, Authoritarian Government vs. The Rule of Law, Lectures and Essays 

(1999-2014) on the Venezuelan Authoritarian Regime Established in Contempt of the Constitution, 
Fundación de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2014. 
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VII 
En todo caso, en el devenir del derecho administrativo y como resultado 

del movimiento pendular que entre los extremos de su regulación se ha 
producido por la existencia de gobiernos más o menos democráticos, ha sido 
precisamente el desarrollo y consolidación de la democracia como régimen 
político el que ha condicionado más al derecho administrativo contemporáneo, 
asegurándole un desarrollo extraordinario, como precisamente ocurrió en las 
últimas décadas en muchos de nuestros países; y que además de haberse 
manifestado en su constitucionalización, dio origen a nuevas disposiciones 
legislativas como por ejemplo las contenidas en las leyes de procedimiento 
administrativo, las cuales además de regular y formalizar la actividad 
administrativa, establecen expresamente el contrapeso de la garantía de los 
derechos ciudadanos.17  

Esas leyes, en efecto, se dictaron no sólo en interés de la Administración y 
del interés general que gestiona, sino además, en interés de los administrados, 
lo que incluso se declara en el propio texto de las propias leyes, como es el 
caso del Código Contencioso Administrativo de Colombia de 2011, en el cual 
se dispone que su finalidad es precisamente: “proteger y garantizar los 
derechos y libertades de las personas, la primacía de los intereses generales, la 
sujeción de las autoridades a la Constitución y demás preceptos del 
ordenamiento jurídico, el cumplimiento de los fines estatales, el 
funcionamiento eficiente y democrático de la administración, y la observancia 
de los deberes del Estado y de los particulares” (art. 1); y en el caso de la 
reciente Ley sobre Procedimiento Administrativo de República Dominicana 
de 2012 que también comienza con su artículo 1 señalando que la misma 
“tiene por objeto regular los derechos y deberes de las personas en sus 
relaciones con la Administración Pública, los principios que sirven de sustento 
a esas relaciones y las normas de procedimiento administrativo que rigen a la 
actividad administrativa.”  

Mucho antes, incluso, la Ley General de la Administración Pública de 
Costa Rica, también  precisó que el procedimiento administrativo se debe 
desarrollar “con respeto para los derechos subjetivos e intereses legítimos del 
administrado”(art. 10,1 y 214,1); y en la Ley de Procedimiento Administrativo 
de Honduras se indicó que el procedimiento se regula “como garantía de los 
derechos de los particulares frente a la actividad administrativa,” lo que 
también se expresa en la Ley de Procedimientos Administrativos del Perú (art. 
III).  

                                                 
17  Véase Allan R. Brewer–Carías, Principios del procedimiento administrativo en América Latina, 

Universidad del Rosario, Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario, Editorial Legis, Bogotá 2003. 
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De todas esas normas resulta que un elemento central de la finalidad del 
procedimiento administrativo es precisamente, además de asegurar el 
adecuado funcionamiento de la Administración, garantizar la satisfacción y 
protección de los derechos de los particulares. En Venezuela esos mismos 
principios sin duda orientaron la regulación del procedimiento administrativo 
durante la época democrática en la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos de 1982,18 pero sin embargo, la práctica autoritaria del 
gobierno los ha hecho ilusorios, llegando el gobierno incluso al absurdo, hace 
unos años, de proponer en la rechazada reforma constitucional de 2007, la 
eliminación formal del postulado constitucional de que "la Administración 
Pública está al servicio de los ciudadanos" (art. 141).19  

En todo caso, precisamente por la práctica política del gobierno autoritario, 
el régimen autoritario venezolano se ha dado el lujo de incluir a granel normas 
formalmente garantistas en leyes recientes, que en paralelo contienen el 
desprecio más absoluto a los derechos individuales. Basta hacer referencia, 
sobre esta contradicción, a los principios sobre el procedimiento 
administrativo formalmente incorporados en la legislación, pero en la práctica, 
totalmente olvidados por la Administración, y más si no se puede controlar la 
conducta de los funcionarios por la ausencia real de control judicial 
contencioso administrativo, dada la sujeción de los tribunales al poder. 

En ese panorama, por ejemplo de qué sirve que las leyes declaren 
principios, si no tienen efectividad ni puede controlarse su ejecución? Basta un 
ejemplo, referido a una de las leyes que más ha atentado últimamente contra el 
derecho al ejercicio de la libertad económica y del trabajo, como es la Ley de 
Costos y Precios,20  reguladora de una intervención extrema en la actividad 
económica, que asigna poderes draconianos a los funcionarios controladores, 
hasta permitirles decidir la intervención y clausura administrativa de 
establecimientos comerciales por sobrepasar un margen de ganancia 
arbitrariamente establecido; pero en la cual se declara que los procedimientos 
contemplados en la misma se rigen específicamente por los principios de 
“publicidad, dirección e impulsión de oficio (oficialidad), primacía de la 
realidad (verdad material), libertad probatoria, lealtad y probidad procesal, 
                                                 
18  Véase Allan R. Brewer–Carías, El derecho administrativo y la Ley Orgánica de Procedimientos 

Administrativos. Principios del Procedimiento Administrativo, Editorial Jurídica Venezolana, 6ª edición 
ampliada, Caracas 2002. 

19  Véase Allan R. Brewer–Carías, Hacia la consolidación de un Estado Socialista, Centralista, Policial y 
Militarista. Comentarios sobre el alcance y sentido de las propuestas de reforma constitucional 2007, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 31 ss.; La Reforma Constitucional de 2007 
(Inconstitucionalmente sancionada por la Asamblea nacional el 2 de noviembre de 2007), Editorial 
Jurídica venezolana, Caracas 2007, pp. 50 ss.  

20  Véase en Gaceta Oficial N° 39.715 del 18 de julio de 2011 
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notificación única” (art. 49), a los que deben agregarse los principios 
declarados en la Constitución sobre la conducta general de la Administración 
que son los “principios de honestidad, participación, celeridad, eficacia, 
eficiencia, transparencia, rendición de cuentas y responsabilidad en el 
ejercicio de la función pública, con sometimiento pleno a la ley y al derecho” 
(art. 141); y en las leyes, como la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos, que son los principios de “celeridad, economía, sencillez, 
eficacia, e imparcialidad “(art. 30); la Ley de Simplificación de Trámites 
Administrativos de 1999, reformada en 2008, que son los principios de 
“simplicidad, transparencia, celeridad, eficacia, eficiencia, rendición de 
cuentas, solidaridad, presunción de buena fe del interesado o interesada, 
responsabilidad en el ejercicio de la función pública, desconcentración en la 
toma de decisiones por parte de los órganos de dirección y su actuación debe 
estar dirigida al servicio de las personas”; y la Ley Orgánica de la 
Administración Pública de 2001, reformada en 2008, que son "los principios 
de economía, celeridad, simplicidad, rendición de cuentas, eficacia, 
eficiencia, proporcionalidad, oportunidad, objetividad, imparcialidad, 
participación, honestidad, accesibilidad, uniformidad, modernidad, 
transparencia, buena fe, paralelismo de la forma y responsabilidad en el 
ejercicio de la misma, con sometimiento pleno a la ley y al derecho, y con 
supresión de las formalidades no esenciales” (art. 10).  

A nivel  de principios formalmente declarados en la legislación, por tanto, 
podría concluirse que no habría en el derecho comparado un derecho 
administrativo más “garantista y democrático” que el venezolano; lo que sin 
embargo lo desmiente la realidad de la acción de la Administración, 
caracterizada por la ausencia de control de cualquier tipo, lo que la hace el 
reino de la arbitrariedad.  

VIII 
De todo lo anterior resulta evidente que cuando se habla de Estado 

democrático de derecho, y en el mismo, del derecho administrativo como 
derecho de la democracia, ésta tiene que existir real y efectivamente y no sólo 
en el papel de las Constituciones y de las leyes, sino en la práctica de la acción 
del gobierno que origine un sistema político en el cual además de todos los 
derechos y garantías constitucionales generalmente conocidos (políticos, 
individuales, sociales, económicos, culturales, ambientales), se garantice 
efectivamente el derecho ciudadano a la Constitución y a su supremacía 
constitucional, es decir el derecho ciudadano a la propia democracia,21 y el 

                                                 
21  Véase Allan R. Brewer–Carías, “Prólogo: Sobre el derecho a la democracia y el control del poder”, al 

libro de Asdrúbal Aguiar, El derecho a la democracia. La democracia en el derecho y la jurisprudencia 
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derecho de poder ejercer el control sobre las actividades gubernamentales, que 
hasta cierto punto son tan políticos como los clásicos derechos al sufragio, al 
desempeño de cargos públicos, a asociarse en partidos políticos y, más 
recientemente, el derecho a la participación política.  

Estos derechos que son nuevos sólo en su enunciado, derivan de la 
comprensión cabal de lo que significa un régimen democrático, que sólo es 
aquél donde concurren una serie de  elementos esenciales que por lo demás 
derivan de la Carta Democrática Interamericana de 2001, y que son los 
derechos: 1) al respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; 
2) al acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; 3) a la 
celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio 
universal y secreto, como expresión de la soberanía del pueblo; 4) al régimen 
plural de partidos y organizaciones políticas y 5) a la separación e 
independencia de los poderes públicos (art. 3).  

No hay ni puede haber democracia si el ciudadano no tiene garantizado su 
derecho político a la efectividad de esos elementos esenciales, que es lo que 
permite en definitiva distinguir un Estado democrático de derecho de un 
Estado de régimen autoritario. En este, a pesar de todas sus etiquetas 
constitucionales, esos derechos o elementos esenciales no pueden ser 
garantizados, por la ausencia de controles al ejercicio del poder, aún cuando 
pueda tratarse de Estados en los cuales los gobiernos puedan haber tenido su 
origen en algún ejercicio electoral.  

Entre todos esos derechos políticos a la democracia, está por supuesto, el 
derecho a la separación de poderes, que implica el derecho a ejercer el control 
del poder. Ello además, es lo que permite que se puedan materializar otros 
derechos políticos del ciudadano en una sociedad democrática, identificados 
en la misma Carta Democrática Interamericana como componentes 
fundamentales de la democracia, como son los derechos a: 1) la transparencia 
de las actividades gubernamentales; 2) la probidad y la responsabilidad de los 
gobiernos en la gestión pública; 3) el respeto de los derechos sociales; 4) el 
respeto de la libertad de expresión y de prensa; 5) la subordinación 
constitucional de todas las instituciones del Estado a la autoridad civil 
legalmente constituida y 6) el respeto al Estado de derecho de todas las 
entidades y sectores de la sociedad (art. 4).  

 
 

                                                                                                                                                     
interamericanos. La libertad de expresión, piedra angular de la democracia, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2008, pp. 19 ss.   
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IX 
Entre esos derechos se destaca el derecho a la separación de poderes, 

materializado en el derecho al control del poder, que es el fundamento del 
propio derecho administrativo en una sociedad democrática, pues es 
precisamente el elemento fundamental para garantizar el necesario equilibro 
mencionado entre los poderes y prerrogativas de la Administración del Estado 
y los derechos ciudadanos. En definitiva, sólo controlando al Poder es que 
puede haber elecciones libres y justas; pluralismo político; efectiva 
participación democrática en la gestión de los asuntos públicos; transparencia 
administrativa en el ejercicio del gobierno; rendición de cuentas por parte de 
los gobernantes; sumisión efectiva del gobierno a la Constitución y las leyes; 
efectivo acceso a la justicia; y real y efectiva garantía de respeto a los 
derechos humanos. De lo anterior resulta, por tanto, que sólo cuando existe un 
sistema de control efectivo del poder es que puede haber democracia, y sólo 
en esta es que los ciudadanos pueden encontrar asegurados sus derechos 
debidamente equilibrados con los poderes Públicos, y sólo en ese marco es 
que es posible el desarrollo de un derecho administrativo de base democrática. 

Ese derecho a la separación e independencia de los Poderes Públicos, que 
es lo que puede permitir el control del poder estatal por el poder estatal 
mismo, como pilar fundamental en la organización del Estado democrático 
constitucional, por supuesto exige no sólo que los Poderes del Estado tengan 
real independencia y autonomía, sino que la misma esté garantizada.  

Para ello, de nuevo, no bastan las declaraciones constitucionales y ni 
siquiera la sola existencia de elecciones, siendo demasiadas las experiencias 
en el mundo contemporáneo de toda suerte de tiranos que usaron el voto 
popular para acceder al poder, y que luego, mediante su ejercicio incontrolado, 
desmantelar la democracia y desarrollar gobiernos autoritarios, contrarios al 
pueblo, que acabaron con la propia democracia y con todos sus elementos,22 
comenzando por el irrespeto a los derechos humanos. Situación que por lo 
demás ha sido la de Venezuela, donde se ha arraigado un gobierno autoritario 
partiendo de elementos que se insertaron en la misma Constitución de 1999.23 

                                                 
22   Véase Allan R. Brewer-Carías, Dismantling Democracy. The Chávez Authoritarian Experiment, 

Cambridge University Press, New York 2010. 
23  Véase los comentarios críticos a la semilla autoritaria en la Constitución de 1999, en Allan R. Brewer–

Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo III (18 octubre–30 
noviembre 1999), Fundación de Derecho Público–Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1999, pp. 
311–340; “Reflexiones críticas sobre la Constitución de Venezuela de 1999,” en el libro de Diego 
Valadés, Miguel Carbonell (Coordinadores), Constitucionalismo Iberoamericano del Siglo XXI, Cámara 
de Diputados. LVII Legislatura, Universidad Nacional Autónoma de México, México 2000, pp. 171–
193; en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, enero–marzo 2000, 
pp. 7–21; en Revista Facultad de Derecho, Derechos y Valores, Volumen III Nº 5, Universidad Militar 
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En ella, en efecto, a pesar de establecerse una peta división del poder 
público en Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y Electoral, se dispuso 
el germen de la concentración del poder en manos de la Asamblea Nacional y, 
consecuencialmente, del Poder Ejecutivo que la controla políticamente, con lo 
cual, progresivamente, los otros Poderes Públicos, y particularmente el Poder 
Judicial24, el Poder Ciudadano y el Poder Electoral25 han quedado sometidos a 
la voluntad del Ejecutivo. Por ello en noviembre de 1999, aún antes de que la 
Constitución se sometiera a referendo aprobatorio, advertí que si la 
Constitución se aprobaba, ello iba a implicar la implantación en Venezuela, 
de: 

“un esquema institucional concebido para el autoritarismo derivado de la 
combinación del centralismo del Estado, el presidencialismo exacerbado, 
la democracia de partidos, la concentración de poder en la Asamblea y el 
militarismo, que constituye el elemento central diseñado para la 
organización del poder del Estado.”  
En mi opinión –agregaba–, esto no era lo que en 1999 se requería para el 

perfeccionamiento de la democracia; la cual al contrario, se debió basar “en la 
descentralización del poder, en un presidencialismo controlado y moderado, 
en la participación política para balancear el poder del Estado y en la sujeción 
de la autoridad militar a la autoridad civil”26. 

La dependencia de todos los órganos de control respecto de la Asamblea 
Nacional, ha sido lo que originó la abstención total de los órganos de control 
de ejercer las potestades que le son atribuidas, y con ello, la práctica política 

                                                                                                                                                     
Nueva Granada, Santafé de Bogotá, D.C., Colombia, Julio 2000, pp. 9–26; y en el libro La Constitución 
de 1999, Biblioteca de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Eventos 14, Caracas, 2000, 
pp. 63–88. 

24  Véase Allan R. Brewer–Carías, “La progresiva y sistemática demolición de la autonomía en 
independencia del Poder Judicial en Venezuela (1999–2004)”, en XXX Jornadas J.M Domínguez 
Escovar, Estado de derecho, Administración de justicia y derechos humanos, Instituto de Estudios 
Jurídicos del Estado Lara, Barquisimeto, 2005, pp. 33–174; y “La justicia sometida al poder [La ausencia 
de independencia y autonomía de los jueces en Venezuela por la interminable emergencia del Poder 
Judicial (1999–2006)]” en Cuestiones Internacionales. Anuario Jurídico Villanueva 2007, Centro 
Universitario Villanueva, Marcial Pons, Madrid, 2007, pp. 25–57. 

25  Véase Allan R. Brewer–Carías, “El secuestro del Poder Electoral y la confiscación del derecho a la 
participación política mediante el referendo revocatorio presidencial: Venezuela 2000–2004,”, en Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional 
Autónoma de México, Nº 112. México, enero–abril 2005 pp. 11–73; La Sala Constitucional versus el 
Estado Democrático de Derecho. El secuestro del poder electoral y de la Sala Electoral del Tribunal 
Supremo y la confiscación del derecho a la participación política, Los Libros de El Nacional, Colección 
Ares, Caracas, 2004, 172 pp.  

26  Documento de 30 de noviembre de 1999. V. en Allan R. Brewer–Carías, Debate Constituyente (Aportes 
a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo III, Fundación de Derecho Público, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 1999, p. 339. 
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de concentración total del poder en manos del Ejecutivo, dado el control 
político partidista que éste ejerce sobre la Asamblea Nacional, y por tanto la 
configuración de un modelo político autoritario. A consolidar ese 
sometimiento de todos los poderes al Ejecutivo, además, contribuyó la 
exacerbación del presidencialismo que la Constitución de 1999 impuso con la 
extensión del período presidencial a seis años; con la consagración de la 
reelección presidencial continua e indefinida en una Enmienda Constitucional 
aprobada  en 2009,27 y con la posibilidad de la delegación legislativa sin 
límites en manos del Ejecutivo, lo que efectivamente ha ocurrido en la 
práctica legislativa desde 2000, mediante sucesivas leyes habilitantes (Art. 
203), de manera que toda la legislación básica del país durante los últimos 
quince años ha sido establecida por decretos leyes sin consulta popular alguna. 

Ha sido todo este sistema de ausencia de autonomía y de independencia de 
los poderes del Estado respecto del Ejecutivo Nacional, lo que ha eliminado 
toda posibilidad real de asegurar un equilibrio entre el poder de la 
Administración del Estado y los derechos ciudadanos, siendo difícil por tanto 
poder identificar a la Administración Pública como entidad al servicio de 
estos, los cuales lamentablemente ahora sólo pueden entrar en relación con la 
misma en dos formas: por una parte, los que son privilegiados del poder, como 
consecuencia de la pertenencia política al régimen o a su partido único, con 
todas las prebendas y parcialidades de parte de los funcionarios; y por otra 
parte, los que como marginados del poder acuden a la Administración por 
necesidad ciudadana, a rogar las más elementales actuaciones públicas, como 
es por ejemplo solicitar autorizaciones, licencias, permisos o habilitaciones, 
las cuales no siempre son atendidas y más bien tratadas como si lo que se 
estuviera requiriendo fueran favores y no derechos o el cumplimiento de 
obligaciones públicas. En ambas situaciones, lamentablemente, el equilibrio 
entre poderes del Estado y derechos ciudadanos de los administrados ha 
desaparecido, sin que existan elementos de control para restablecerlo: se 
privilegia y se margina, como producto de una discriminación política antes 
nunca vista,  sin posibilidad alguna de control.  

En ese marco, el derecho administrativo formalmente concebido para la 
democracia, en la práctica pasó a ser un instrumento más del autoritarismo. 

X 
Bajo otro ángulo, y también como parte del derecho ciudadano a la 

separación de poderes y como parte del derecho a la democracia, que es lo que 

                                                 
27  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El Juez Constitucional vs. La alternabilidad republicana (La reelección 

continua e indefinida), en  Revista de Derecho Público, No. 117, (enero-marzo 2009), Caracas 2009, pp. 
205-211.  
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puede dar origen a un derecho administrativo democrático, está en particular 
el derecho ciudadano a la independencia y autonomía de los jueces que tienen 
que estar garantizadas en cualquier Estado democrático de derecho; siendo el 
control judicial del poder la piedra angular del equilibrio mencionado que 
debe asegurar el derecho administrativo en un Estado democrático de derecho. 

 Y de nuevo, en este campo, para calibrar su existencia, no podemos 
atenernos a las etiquetas constitucionales: Por ejemplo, el principio de la 
independencia y autonomía del Poder Judicial está declarado en el artículo 
254 de la Constitución venezolana de 1999, pero como letra muerta pues la 
base fundamental para asegurarlas está en las normas relativas al ingreso de 
los jueces a la carrera judicial y a su permanencia y estabilidad en los cargos, 
que no se cumplen y nunca se han cumplido en los tres lustros de vigencia del 
texto fundamental. Pero el que lea las normas constitucionales, sin embargo, 
se maravillará de encontrar que el artículo 255 de la Constitución, en cuanto a 
la carrera judicial, que dice que el ingreso a la misma y el ascenso de los 
jueces solo se puede hacer mediante concursos públicos de oposición que 
aseguren la idoneidad y excelencia de los participantes, debiendo además la 
ley garantizar la participación ciudadana en el procedimiento de selección y 
designación de los jueces. Sin embargo, nunca, durante la vigencia de la 
Constitución, se han desarrollado esos concursos, en esa forma.  

Pero además, en cuanto a la estabilidad de los jueces, dice la Constitución 
que los mismos sólo pueden ser removidos o suspendidos de sus cargos 
mediante juicios disciplinarios llevados a cabo por jueces disciplinarios (art. 
255); pero tampoco en ese case ello jamás se ha  implementado, y a partir de 
1999, 28 más bien se regularizó, en una ilegítima transitoriedad constitucional, 
la existencia de una Comisión de Funcionamiento del Poder Judicial creada ad 
hoc para “depurar” el poder judicial. 29 Esa Comisión, durante más de 10 años 
destituyó materialmente a casi todos los jueces del país, discrecionalmente y 
sin garantía alguna del debido proceso,30 los cuales fueron reemplazados por 

                                                 
28  Véase nuestro voto salvado a la intervención del Poder Judicial por la Asamblea Nacional Constituyente 

en Allan R. Brewer–Carías, Debate Constituyente, (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), 
Tomo I, (8 agosto–8 septiembre), Caracas 1999; y las críticas formuladas a ese proceso en Allan R. 
Brewer–Carías, Golpe de Estado y proceso constituyente en Venezuela, Universidad Nacional Autónoma 
de México, México, 2002. 

29  Véase Allan R. Brewer–Carías, “La justicia sometida al poder y la interminable emergencia del poder 
judicial (1999–2006)”, en Derecho y democracia. Cuadernos Universitarios, Órgano de Divulgación 
Académica, Vicerrectorado Académico, Universidad Metropolitana, Año II, Nº 11, Caracas, septiembre 
2007, pp. 122–138.  

30 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos también lo registró en el Capítulo IV del Informe 
que rindió ante la Asamblea General de la OEA en 2006, que los “casos de destituciones, sustituciones y 
otro tipo de medidas que, en razón de la provisionalidad y los procesos de reforma, han generado 
dificultades para una plena vigencia de la independencia judicial en Venezuela” (párrafo 291); 
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jueces provisorios o temporales,31 por supuesto dependientes del poder y sin 
garantía alguna de estabilidad. Ello, por lo demás, ha continuado hasta el 
presente, demoliéndose sistemáticamente la autonomía judicial, sin que haya 
variado nada la creación en 2011 de unos tribunales de la llamada 
“Jurisdicción Disciplinaria Judicial” que quedó sujeta a la Asamblea Nacional, 
quien designa a los “jueces disciplinarios.” 32 

 Con todo ello, el derecho a la tutela judicial efectiva y al control judicial 
del poder del Estado ha quedado marginado, siendo imposible garantizar 
efectivamente equilibrio alguno entre el Estado y su Administración y los 
derechos de los ciudadanos–administrados; lo que se agrava con la 
configuración del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela como un poder 
altamente politizado33, y lamentablemente sujeto a la voluntad del Presidente 
de la República, lo que en la práctica ha significado la eliminación de toda la 
autonomía del Poder Judicial.  

Con todo esto, el Poder Judicial ha abandonado su función fundamental de 
servir de instrumento de control de las actividades de los otros órganos del 
Estado para asegurar su sometimiento a la ley, habiendo materialmente 
desaparecido el derecho ciudadano a la tutela judicial efectiva y al controlar 
del poder. En esa situación, por tanto, es difícil hablar siquiera de posibilidad 
alguna de equilibrio entre poderes y prerrogativas del Estado y derechos y 
garantías ciudadanas, lo que ha sido particularmente grave en el caso de los 
tribunales contencioso administrativos, precisamente por el hecho de que sus 

                                                                                                                                                     
destacando aquellas “destituciones y sustituciones que son señaladas como represalias por la toma de 
decisiones contrarias al Gobierno” (párrafo 295 ss.); concluyendo que para 2005, según cifras oficiales, 
“el 18,30% de las juezas y jueces son titulares y 81,70% están en condiciones de provisionalidad” ( 
párrafo 202). 

31  En el Informe Especial de la Comisión sobre Venezuela correspondiente al año 2003, la misma también 
expresó, que “un aspecto vinculado a la autonomía e independencia del Poder Judicial es el relativo al 
carácter provisorio de los jueces en el sistema judicial de Venezuela. Actualmente, la información 
proporcionada por las distintas fuentes indica que más del 80% de los jueces venezolanos son 
“provisionales”. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Venezuela 2003, cit. párr. 161 

32  Véase Allan R. Brewer-Carías, “ Sobre la ausencia de independencia y autonomía judicial en Venezuela, 
a los doce años de vigencia de la constitución de 1999 (O sobre la interminable transitoriedad que en 
fraude continuado a la voluntad popular y a las normas de la Constitución, ha impedido la vigencia de la 
garantía de la estabilidad de los jueces y el funcionamiento efectivo de una “jurisdicción disciplinaria 
judicial”), en Independencia Judicial, Colección Estado de Derecho, Tomo I, Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales, Acceso a la Justicia org., Fundación de Estudios de Derecho Administrativo 
(Funeda), Universidad Metropolitana (Unimet), Caracas 2012, pp. 9-103. 

33  Véase lo expresado por el magistrado Francisco Carrasqueño, en la apertura del año judicial en enero de 
2008, al explicar que : “no es cierto que el ejercicio del poder político se limite al Legislativo, sino que 
tiene su continuación en los tribunales, en la misma medida que el Ejecutivo", dejando claro que la 
"aplicación del Derecho no es neutra y menos aun la actividad de los magistrados, porque según se dice 
en la doctrina, deben ser reflejo de la política, sin vulnerar la independencia de la actividad judicial". V. 
en El Universal, Caracas, 29–01–2008.  
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decisiones siempre implican enfrentar el poder, y particularmente, el Poder 
Ejecutivo. Si esta autonomía no está garantizada ni la independencia está 
blindada, el mejor sistema de justicia contencioso administrativa es letra 
muerta; y lamentablemente, esto es lo que también ha ocurrido en Venezuela 
en los últimos años durante el gobierno autoritario.  

Ello ha afectado a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la cual en 
los últimos quince años dejó de ser un efectivo sistema para el control de las 
actuaciones administrativas, lo que se evidenció abiertamente desde 2003 con 
la lamentable destitución in limine de los magistrados de la Corte Primera de 
lo Contencioso Administrativa con ocasión de un proceso contencioso 
administrativo de nulidad y amparo iniciado el 17 de julio de 2003 a solicitud 
de la Federación Médica Venezolana en contra los actos del Alcalde 
Metropolitano de Caracas, del Ministro de Salud y del Colegio de Médicos del 
Distrito Metropolitano de Caracas, por la contratación indiscriminada de 
médicos extranjeros no licenciados para ejercer la medicina en el país; todo en 
violación de la Ley de Ejercicio de la Medicina, para atender el desarrollo de 
un importante programa asistencial de salud en los barrios de Caracas. 

La Federación Médica Venezolana consideró que la actuación pública era 
discriminatoria y violatoria de los derechos de los médicos venezolanos 
(derecho al trabajo, entre otros) a ejercer su profesión médica, al permitir a 
médicos extranjeros ejercerla sin cumplir con las condiciones establecidas en 
la Ley. Por ello la federación intentó la acción de nulidad y amparo, en 
representación de los derechos colectivos de los médicos venezolanos, 
solicitando su protección.34 Un mes después, el 21 de agosto de 2003, la Corte 
Primera dictó una medida cautelar de amparo considerando que había 
suficientes elementos en el caso que hacían presumir la violación del derecho 
a la igualdad ante la ley de los médicos venezolanos, ordenando la suspensión 
temporal del programa de contratación de médicos cubanos, y ordenando al 
Colegio de Médicos del Distrito metropolitano sustituir los médicos cubanos 
ya contratados sin licencia por médicos venezolanos o médicos extranjeros 
con licencia para ejercer la profesión en Venezuela. 35 

La respuesta gubernamental a esta decisión preliminar de carácter cautelar, 
que tocaba un programa social muy sensible para el gobierno, fue el anuncio 
público del Ministro de Salud, del Alcalde metropolitano y del propio 
                                                 
34  Véase Claudia Nikken, “El caso “Barrio Adentro”: La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo 

ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia o el avocamiento como medio de amparo de 
derechos e intereses colectivos y difusos,” en Revista de Derecho Público, Nº 93–96, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 2003, pp. 5 ss. 

35  Véase la decisión de 21 de agosto de 2003 en Revista de Derecho Público, Nº 93–96, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 2003, pp. 445 ss. 
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Presidente de la República en el sentido de que la medida cautelar dictada no 
iba a ser acatada en forma alguna;36 anuncios que fueron seguidos de varias 
decisiones gubernamentales:  

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, controlada por el 
Ejecutivo, adoptó la decisión de avocarse al caso decidido por la Corte 
Primera de lo Contencioso Administrativo, y usurpando competencias en la 
materia, declaró la nulidad del amparo cautelar decidido por esta. A ello siguió 
que un grupo de agentes de la policía política (DISIP) allanó la sede de la 
Corte Primera, después de detener a un escribiente o alguacil de la misma por 
motivos fútiles; el Presidente de la República, entre otras expresiones usadas, 
se refirió al Presidente de la Corte Primera como “un bandido;”37 y unas 
semanas después, la Comisión Especial Judicial del Tribunal Supremo de 
Justicia, sin fundamento legal alguno, destituyó a los cinco magistrados de la 
Corte Primera, la cual fue intervenida.38 A pesar de la protesta de los Colegios 
de Abogados del país e incluso de la Comisión Internacional de Juristas;39 el 
hecho es que la Corte Primera permaneció cerrada sin jueces por más de diez 
meses,40 tiempo durante el cual simplemente no hubo justicia contencioso 
administrativa en el país. 

Esa fue la respuesta gubernamental a un amparo cautelar dictado por el 
juez contencioso administrativo competente respecto de un programa 
gubernamental sensible; respuesta que fue dada y ejecutada a través de 
órganos judiciales controlados políticamente. Ello, por supuesto, 
lamentablemente significó no sólo que los jueces que fueron luego nombrados 
para reemplazar a los destituidos comenzaron a entender cómo debían 
comportarse en el futuro frente al poder; sino que condujo a la abstención 
progresiva de todo control contencioso administrativa de las acciones 
gubernamentales. La Jurisdicción contencioso administrativa en Venezuela, de 
raigambre y jerarquía constitucional, simplemente hoy no existe en la práctica.  

Y para que quedara claro, la demanda que intentaron los jueces 
contencioso administrativo destituidos ante la Comisión Interamericana de 

                                                 
36  El Presidente de la República dijo: “Váyanse con su decisión no sé para donde, la cumplirán ustedes en 

su casa si quieren…”, en el programa de TV Aló Presidente, nº 161, 24 de Agosto de 2003. 

37  Discurso público, 20 septiembre de 2003. 

38  Véase la información en El Nacional, Caracas, Noviembre 5, 2003, p. A2. En la misma página el 
Presidente destituido de la Corte Primera dijo: “La justicia venezolana vive un momento tenebroso, pues 
el tribunal que constituye un último resquicio de esperanza ha sido clausurado”.  

39  Véase en El Nacional, Caracas, Octubre 12, 2003, p. A–5; y El Nacional, Caracas, Noviembre 18,2004, 
p. A–6. 

40  Véase en El Nacional, Caracas, Octubre 24, 2003, p. A–2; y El Nacional, Caracas, Julio 16, 2004, p. A–
6. 
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Derechos Humanos por violación a sus garantías constitucionales judiciales, a 
pesar de que fue decidida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en 2008, condenando al Estado,41 de nada sirvió sino para que la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo, en sentencia Nº 1.939 de 12 de 
diciembre de 2008,42 citando como precedente una sentencia del Tribunal 
Superior Militar del Perú de 2002, declarara la sentencia del tribunal 
internacional como “inejecutable” en Venezuela, solicitando al Ejecutivo que 
denunciara la Convención Americana de Derechos Humanos que 
supuestamente había usurpado los poderes del Tribunal Supremo, lo que el 
Ejecutivo cumplió cabalmente en 2011.   

Este caso emblemático, por supuesto, contrasta con las previsiones de la 
Constitución de 1999, en la cual se encuentra una de las declaraciones de 
derechos más completas de América Latina, y sobre su protección por medio 
de la acción de amparo, así como previsiones expresas sobre la Jurisdicción 
Constitucional y la Jurisdicción Contencioso Administrativa difícilmente 
contenidas con tanto detalle en otros textos constitucionales.43 Ello, por otra 
parte, lo que muestra es que para que exista control de la actuación del Estado 
no bastan declaraciones formales en la Constitución, sino que es indispensable 
que el Poder Judicial sea autónomo e independiente, y esté fuera del alcance 
del Poder Ejecutivo. Al contrario, cuando el Poder Judicial está controlado por 
el Poder Ejecutivo, como lo muestra el caso citado, las declaraciones 
constitucionales de derechos se convierten en letra muerta, y el derecho 
administrativo no puede servir para garantizar ningún equilibrio entre poderes 
del Estado y derechos ciudadanos, convirtiéndose solo en un instrumento más 
del autoritarismo. 

XI 
De todo lo anterior resulta, por tanto, que para que exista democracia como 

régimen político en un Estado constitucional y democrático de derecho, y para 
que exista un derecho administrativo que garantice el equilibrio entre el oder 
del Estado y los derechos ciudadanos, no son suficientes las declaraciones 

                                                 
41  Véase sentencia de la Corte Interamericana de 5 de agosto de 2008,  Caso Apitz Barbera y otros (“Corte 

Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas, Serie C Nº 182, en www.corteidh.or.cr  

42  Véase sentencia de la Sala Constitucional, sentencia No 1.939 de 18 de diciembre de 2008 (Caso 
Abogados Gustavo Álvarez Arias y otros), en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-
181208-2008-08-1572.html 

43   Véase Allan R. Brewer-Carías, “Sobre la justicia constitucional y la justicia contencioso administrativo. 
A 35 años del inicio de la configuración de los procesos y procedimientos constitucionales y contencioso 
administrativos (1976-2011),” en El contencioso administrativo y los procesos constitucionales 
(Directores Allan R. Brewer Carías y Víctor Rafael Hernández Mendible), Colección Estudios Jurídicos 
Nº 92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2011, pp. 19-74. 
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contenidas en los textos constitucionales que por ejemplo, como es el caso en 
Venezuela, hablen y regulen el derecho al sufragio y la participación política; 
la división o separación horizontal del Poder Público, y su distribución vertical 
o territorial del poder público, de manera que los diversos poderes del Estado 
puedan limitarse mutuamente; así como tampoco bastan las declaraciones que 
se refieran a la posibilidad de los ciudadanos de controlar el poder del Estado, 
mediante elecciones libres y justas que garanticen la alternabilidad 
republicana; mediante un sistema de partidos que permita el libre juego del 
pluralismo democrático; mediante la libre manifestación y expresión del 
pensamiento y de la información que movilice la opinión pública; o mediante 
el ejercicio de recursos judiciales ante jueces independientes que permitan 
asegurar la vigencia de los derechos humanos y el sometimiento del Estado al 
derecho. Tampoco bastan las declaraciones constitucionales sobre la 
“democracia participativa y protagónica” o la descentralización del Estado; así 
como tampoco la declaración extensa de derechos humanos. Tampoco es 
suficiente que se haya producido un completo proceso de 
constitucionalización del derecho administrativo, insertando en la 
Constitución todos sus principios más esenciales.  

Además de todas esas declaraciones, es necesaria que haya un gobierno 
democrático y que la práctica política democrática asegure efectivamente la 
posibilidad de controlar el poder, como única forma de garantizar la vigencia 
del Estado de derecho, y el ejercicio real de los derechos humanos; y que el 
derecho administrativo pueda consolidarse como un régimen jurídico de la 
Administración que disponga el equilibrio entre los poderes del Estado y los 
derechos de los administrados. 

Lamentablemente, en Venezuela, después de las cuatro décadas de práctica 
democrática que vivió el país entre 1959 y 1999, durante estos últimos tres 
lustros, a partir de 1999 hasta la fecha, en fraude continuo a la Constitución 
efectuado por el Legislador y por el Tribunal Supremo de Justicia, guiados por 
el Poder Ejecutivo, a pesar de las excelentes normas constitucionales que están 
insertas en el Texto fundamental derivadas del proceso de 
constitucionalización del derecho administrativo, se ha venido estructurando 
un Estado autoritario en contra de las mismas, que ha aniquilado toda 
posibilidad real de control del ejercicio del poder y, en definitiva, el derecho 
mismo de los ciudadanos a la democracia.  

Y con ello, toda posibilidad de que el derecho administrativo sea ese 
derecho que asegure el equilibrio entre los poderes del Estado y los derechos 
ciudadanos que el Estado democrático de derecho exige convirtiéndose en un 
derecho administrativo al servicio exclusivo de la Administración y de los 
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funcionarios, donde no hay campo para reclamo o control, sino sólo para el 
acatamiento sin discusión. 

En ese marco, por tanto, de nada vale el proceso de constitucionalización 
del derecho administrativo, que en la práctica es letra muerta, todo lo cual nos 
evidencia precisamente la importancia del modelo político en la conformación 
de nuestra disciplina. 

Bogotá 3 de septiembre de 2014 
 
 


